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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado GUILLERMO ANTONIO GUTIÉRREZ GIRALDO contra el auto interlocutorio proferido el catorce (14) de agosto de 2007 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de rebaja punitiva contemplada en el artículo 70 de la Ley 975.

2.- PROVIDENCIA 

El Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al ciudadano GUTIÉRREZ GIRALDO, frente a la solicitud efectuada, confrontó la situación del sentenciado con la normativa pertinente para verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para acceder al descuento punitivo. Así, encontró que la pena que descontaba el interno era producto de la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) el veinte (20) de septiembre de 2006, la cual se encontraba debidamente ejecutoriada. En esas condiciones, estimó que no se cumplían las dos primeras exigencias del artículo 70 de la Ley 975 de 2005, debido a que para el momento en que entró en vigencia esa codificación, es decir el veinticinco (25) de julio de 2005, no se encontraba detenido y menos aún, se había dictado en su contra sentencia de carácter condenatorio. Por tanto, dado que no se superaban las exigencias para ello, negó la solicitud de descuento punitivo.
De otro lado, frente a la petición de redosificación por favorabilidad con fundamento en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, le respondió al interno que precisamente con fundamento en ese dispositivo el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) le concedió una rebaja de la mitad de la pena y por consiguiente, no había lugar a redosificar la sanción.

3.-  RECURSO

El interno, impugnó la providencia y al dársela traslado una vez arribó el expediente a esta sede, sostuvo que el artículo 29 constitucional salvaguarda el principio de favorabilidad cuya aplicación pide para su caso ya que aceptó cargos en primera instancia mucho antes de que se presentara “la denuncia”. Debido a ello, le prometieron todos los beneficios pero solamente recibió el 50%.

Solicita de la Sala, que se considere la posibilidad de la reducción de la pena que actualmente cumple y pide que se tenga en cuenta que no tuvo antecedentes antes de los hechos materia de sanción, que la delincuencia no es su profesión, que todo se debió a un mal momento del cual se encuentra arrepentido y que para la fecha de sustentación ya había cumplido diecisiete (17) meses físicos más la redención por estudio.

4.-  SE CONSIDERA

Por tratarse de un asunto que no está relacionado con mecanismos sustitutos de la pena privativa de la libertad o la rehabilitación, esta Sala es competente para desatar el recurso de apelación interpuesto en contra de la decisión adoptada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con lo reglado en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004, estatuto que gobernó la actuación que culminó con la sentencia condenatoria que ahora tiene tras las rejas al señor GUTIÉRREZ GIRALDO.

En esa dirección, debe decirse que si bien es cierto el apelante aduce a su favor que prestó colaboración efectiva con la justicia al aceptar los cargos por los cuales era investigado, no lo es menos que dentro de la normativa pertinente se le otorgó el máximo descuento de pena permitida para estos eventos, no otro que la mitad de la sanción a imponer, beneficio que de por sí mismo influyó notablemente en la situación actual del sentenciado, toda vez que se disminuyó sustancialmente la sanción intramural que debe purgar. Así las cosas, esa actitud ya tuvo su condigno premio.
En la parte medular de la decisión atacada, encuentra la Sala que tal como lo concluyó el señor juez ejecutor de la pena, en este caso no era procedente otorgar el descuento punitivo solicitado, toda vez que no se satisfacían los requisitos contemplados en el otrora vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005, en especial porque como se aduce en la providencia, la gracia allí otorgada tenía unos condicionamientos específicos en relación con que la misma solamente se aplicaría a quienes al momento de entrar en vigencia la referida ley, es decir, el veinticinco (25) de julio de 2005, estuvieren DESCONTANDO PENA EN VIRTUD DE UNA SENTENCIA QUE PARA ESA FECHA YA ESTUVIERA EJECUTORIADA. Como se observa, dado que en primer término las conductas punibles se cometieron con posterioridad a esa fecha -15 de abril de 2006-, y en segundo lugar, que el fallo quedó ejecutoriado con mucha posterioridad al límite señalado en la Ley de Justicia y Paz, el señor GUTIÉRREZ GIRALDO no puede acceder a la rebaja de pena allí contemplada.
De otro lado, debe advertir el Tribunal que hoy por hoy, tampoco es procedente conceder el descuento punitivo que se pide, habida consideración de haber sido retirado del ordenamiento jurídico el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, de conformidad con lo decidido por el órgano de cierre en materia constitucional en la sentencia C-370 del dieciocho (18) de mayo de 2006, al encontrar que tanto ese artículo como el 71 eran inexequibles por vicios de procedimiento en su formación.  Incluso, como lo ha sostenido últimamente la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, dada la naturaleza del vicio encontrado por la Corte Constitucional, es atinado pensar que esos preceptos NUNCA nacieron a la vida jurídica y, por tanto, tampoco tuvieron la facultad de producir efectos jurídicos, aunque vale la pena aclarar que los beneficios otorgados antes de su declaratoria de inexequibilidad no pueden verse afectados por esta nueva interpretación.

El Tribunal se ve forzado a hacer esta precisión, porque infortunadamente en el auto proferido en la primera instancia nada se dijo en relación con este tema, lo que genera la sensación equivocada de que la norma todavía está vigente y por consiguiente, que en caso de reunirse los requisitos allí contemplados se accedería a la disminución de pena, lo que como ya se vio no sería factible a la hora de ahora.
Así las cosas, se avalará la decisión adoptada en la instancia, con la aclaración mencionada.   
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
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